ALGUNOS ANTECEDENTES SOBRE VIOLACIONES A LOS DDHH DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS EN EL PERÚ – MINUTA EJECUTIVA. 

“La situación que vivimos los Pueblos Indígenas en todo el Perú es grave y escandalosa, por las políticas de Estado y las disposiciones normativas que viola gravemente los Derechos Indígenas consagrados en la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, aprobada por Perú; y el Convenio de la OIT N° 169, tratado internacional de rango Constitucional, como asimismo, los diferentes pactos y tratados internacionales en general,  relativos a los Derechos Humanos”.  

“Algunas de las situaciones por las que estamos atravesando y sobre nuestras exigencias para el respeto de nuestros Derechos, son las siguientes”, señalan las organizaciones:  

(Aidesep - Conacami – Caoi)

-              Nuevas reformas legales que vulneran nuestros derechos colectivos fundamentales como pueblos indígenas. 

Es así que esto se traduce en un paquete legislativo producto de las facultades   otorgadas al Poder Ejecutivo a propósito de la implementación del TLC.  Uno de  los temas a discutir si lo legislado en estas normas exceden las facultades otorgadas, sobre la cual ya se han formulado opiniones desde organismo del Estado como es la Defensoría del Pueblo y connotados juristas no indígenas  que declararan los excesos y la inconstitucionalidad.  

Siendo nuestro interés referirnos al contenido de las normas que afectan nuestros derechos. DLeg  Nº 1015. A este respecto podemos mencionar que, recientemente, ante las insistentes protestas Indígenas en gran parte del Perú, varias de las cuales fueron violentamente reprimidas, se logró que el Congreso de la República derogara el Decreto Legislativo 1015, el que pretendía unificar los procedimientos de las comunidades campesinas y nativas de la sierra y de la selva con las de la costa. Dicha disposición, pretendía modificar el Art. 10 de la Ley 26505
[1] y señalaba que para disponer de las tierras comunales se requerirá el voto a favor de no menos del 50% de los miembros asistentes a la asamblea, cuando la disposición  26505 en su artículo 11
[2] establecía que solo procedía la disposición de las tierras comunales cuando dicha decisión contaba con la aprobación de dos tercios de los comuneros hábiles.

Para los pueblos y organizaciones indígenas el DLeg. 1015 perseguía la parcelación y privatización de tierras colectivas a fin de favorecer las inversiones en industrias extractivas. La promulgación de esta norma, generó el rechazo unánime de las comunidades campesinas y comunidades nativas, pueblos indígenas y sus organizaciones y  despertó críticas de diversos sectores de la sociedad civil y la presentación de dos demandas de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, una por parte de la Defensoría del Pueblo y otra por un grupo de parlamentarios del Congreso de la República. 

El Poder Ejecutivo ante las demandas de los pueblos indígenas y con la intención de frenar la protesta social, el gobierno mediante el DLeg 1073 modifica el literal b) del artículo 10º de la Ley Nº 26505, Ley de la Inversión Privada en el desarrollo de las actividades económicas en las tierras del territorio nacional y de las Comunidades Campesinas y Nativas; modificado por el artículo único del DLeg 1015, con el único añadido que ahora ya no se requeriría la aprobación del 50% de los asistentes a la Asamblea Comunal, sino del 50% de los comuneros con mas de un año como posesionarios; modificación que para las organizaciones indígenas y campesinas y la Defensoría del Pueblo eran absolutamente irrelevante, en razón de que seguían vulnerando el derecho de autonomía de las comunidades, particularmente en atención al Convenio 169 de la OIT, por tanto opinaron por la inconstitucionalidad de la misma. 

Ante las diversas acciones realizadas por las organizaciones a nivel nacional e internacional, el Congreso derogó recientemente, sin embargo, otros cuerpos legislativos siguen siendo una grave afectación a los Derechos Colectivos. 

El D.Leg 1064, vulnera el derecho de las comunidades campesinas y comunidades nativas de los pueblos indígenas al eliminar el requisito del “acuerdo previo” entre comunidades y empresas mineras para acceso a tierras superficiales de propiedad comunal y dispone la servidumbre obligatoria mediante este dispositivo, sin opción de decidir o demandar sobre el proyecto a ejecutarse de parte de las comunidades, quedando “confiscada” (por el Estado) por disposición legal la propiedad comunal que se encuentra protegida por la Constitución Política del Perú
[3] a fin de entregarlos a terceros. En el Art. 7) subordina la propiedad comunal frente a otras y fomenta la invasión a territorio comunal con el incentivo de titulación luego de 4 años de permanencia ilegal. El DLeg ha derogado casi la integridad de la Ley 26505, promulgado en el gobierno fujimorista, que establecía dicho requisito y elimina el hecho de que las comunidades tenían para expresar su consentimiento para actividades mineras en su territorio y/o negociar las condiciones en las que está se desarrollaría.

El DLeg 994, promueve la inversión privada en proyectos de irrigación de tierras eriazas para la ampliación de la frontera agrícola, vulnera el derecho al uso del agua de las comunidades al referir que los proyectos se realizaran aprovechando ”aguas de libre disponibilidad” y el derecho de propiedad de sus tierras al considerar que son propiedad del Estado todas las tierras eriazas con aptitud agrícola, salvo las que se encuentren tituladas e inscritas en registros públicos; teniendo conocimiento que de las 6 mil comunidades campesinas más de mil no cuentan con títulos, y de igual forma las comunidades nativas de la amazonía existe un aproximado a doscientas que estan en proceso de titulación, no cuentan con titulo y otras aun son pueblos indígenas en aislamiento voluntario y contacto inicial en relación a la sociedad nacional; por lo que,  este decreto constituye una vulneración del derecho a la propiedad reconocido por la Constitución Política.

Estos decretos violan el artículo 6 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) que exige a los Estados consultar a los pueblos indígenas cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas que puedan afectarlos. 

Los cuestionados decretos atentan también la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas que fue aprobada por el Estado Peruano el 13 de Septiembre del 2007, sin embargo, contraria a su postura e imagen internacional, en términos locales y prácticos, el Gobierno se está dedicando a violar los derechos indígenas. 

La norma también viola varios artículos de la Constitución, que establecen que las comunidades son autónomas en su organización (Art. 88, 89 y 149), y garantizan la propiedad comunal (Art. 88) y el derecho a la identidad étnica y cultural (Art. 2 inc. 19).

Por tales razones venimos exigiendo al Gobierno peruano su derogatoria, sin embargo, a pesar de estar violando derechos, igualmente insiste en su imposición.

Por otro lado, este Poder Ejecutivo,  ha propuesto iniciativas legislativas, actuando como Gobierno de facto, intenta imponer la parcelación y propiedad individual en territorios de Comunidades de Pueblos indígenas en todo el Perú y promover la invasión de intereses de grupos económicos. Proyectos de Ley: o 1770 y 1900, que revisa los Títulos de las comunidades para expropiar sus tierras , PL 840: Ley de la Selva. o PL 2133 de expropiación de Tierras inundables de la Amazonía. Exigimos al Congreso de la República archive definitivamente  estas iniciativas Legislativas de sectores oficialistas, sin embargo, se insiste a pesar de estar violando Derechos.

Estos proyectos iniciales fueron objetados en la Comisión de Pueblos Andinoamazónico, Afroperuano de Ecología y Ambiente del Congreso de la Republica, por la fuerte incidencia de las organizaciones, sin embargo fueron promulgadas por el Poder Ejecutivo
[4] vía los Decretos Legislativos, 1020, 1081, 1024, 1090, 1089
[5], todos ellos además de las detalladas en los párrafos anteriores, de las cuales las organizaciones  indígenas hemos exigido su derogatoria sin opción de modificación o reglamentación.

Atentado a la Soberanía Alimentaria de los Pueblos Indígenas: Las industrias extractivas que promueve el Estado Peruano ocasionan daños a la diversidad biológica y destruirá los diversos nichos ecológicos en los diferentes territorios indígenas en el Perú. Uno de los impactos vía contaminación o sobreexplotación de Recursos Naturales y que causan cambios en las formas de producciones locales y tradicionales, es la pérdida de la soberanía y seguridad alimentaria, derecho fundamental para combatir el hambruna y el alza de costo de vida, lo que no solo genera el beneficio para el Perú, sino a la humanidad entera. Estos territorios son de gran importancia en la riqueza alimentaria y de biodiversidad para el planeta; por lo que las organizaciones indígenas han expresado en forma clara nuestro rechazo absoluto ante la amenaza del ingreso de semillas transgénicas y el fomento al agrocombustible en sustitución de plantaciones alimenticias.

Militarización de los territorios: Es frecuente la intervención de amplios y masivos contingentes policiales especializados ante las manifestaciones que realizan los Movimientos sociales en el Perú. Asimismo, las violentas intervenciones en territorios indígenas han sido en diversas ocasiones. Incluso, la amenazante intervención “pasiva” del ejército en paros sociales en situaciones que ha invocado el Gobierno llamadas de “excepción” constituye una grave vulneración al Estado de Derecho dado que transgrede la Constitución Peruana que precisa la oportunidad y en forma excepcional, en la que las fuerzas armadas asumen control político militar de determinadas zonas. Sin embargo, en un hecho sin precedentes, el Estado peruano está permitiendo la entrada de militares estadounidenses en la Selva Amazónica, principalmente en la selva Ayacuchana y Sandía en Puno ya para estos meses, julio, agosto y septiembre,  se ha señalado por los medios de Comunicación que acudirían 213 militares de dicho país de norte América para ejercicios de enlaces con el ejército peruano, en zonas donde habitan Comunidades Indígenas. 

Exigimos el respeto a nuestro libre tránsito y a nuestro Bienestar social y Cultural, dado que en amazonía realizamos actividades culturales en extensas áreas de nuestra posesión ancestral, como la caza, pesca y recolección, con lo que nuestros pueblos corren el riesgo de ser diezmados en dichos procesos de traslados.

En definitiva, como organizaciones Indígenas exigimos el respeto a los Derechos internacionales reconocidos para proteger a las Comunidades Campesinas y Nativas de los Pueblos Indígenas (Convenio 169 OIT y Declaración ONU
[6]), por tales razones acudimos a los órganos internacionales pertinentes de las Naciones Unidas.   

Del mismo modo, es importante destacar que, además de estos hechos descritos anteriormente, los Pueblos Indígenas ya somos víctimas de graves impactos generados por los procesos de explotación y sobre explotación de las industrias extractivas, en su gran mayoría de origen transnacional, a quienes no les importa nuestra vida indígena.

Estos son algunos de los casos: 

Conflictos territoriales causados por las Industrias extractivas en la Amazonía Indígena del Perú

En este último tiempo, diversos llamados de alerta y de emergencia hemos realizado las organizaciones indígenas desde la amazonía ante las atrocidades y atropellos sistemáticos a nuestros Derechos Humanos como Pueblos indígenas, ante la consecuencia de las políticas, acciones e inacciones del Estado peruano que han causado las arremetidas de sicarios madereros y grupos económicos petroleros que siguen devastando nuestros territorios y atentando contra derechos fundamentales de las comunidades, incluso atentando o amenazando derechos tan esenciales como es la vida de las personas principalmente  de  sus lideres.  

Los territorios dentro de los límites fronterizos del Estado peruano tiene como parte la  selva de la amazonía que se comparte con otros países, la que sólo por el lado del Perú tiene una superficie que supera los 70 millones de hectáreas con una riqueza única en biodiversidad y ecosistemas, vital para la existencia del planeta, principalmente ante la actual emergencia que vive la humanidad a consecuencia del cambio climático. 

Sin embargo, el panorama que enfrentamos a consecuencia del conflicto de las industrias de hidrocarburos, controladas por empresas transnacionales es grave y crítico,  a quienes el estado peruano les ha concedido lotes que abarcan cerca del 75 % de toda la selva amazónica, las que se encuentran en proceso de explotación, exploración o negociación,  siendo unas 55 millones de hectáreas que se encuentran en esta situación, muchas de las cuales se sobreponen a tierras de nuestras comunidades sin que se considerase el Derecho a consulta o al consentimiento previo, libre e informado. También, se encuentran afectados los pueblos indígenas en aislamiento voluntario que son negados por el Gobierno y Empresarios.  El propio Presidente de la República, Sr. Alan García, a través de una publicitada carta denominada “El síndrome del perro del hortelano” en el 2007, los señalaba como los “No conectados” y como invenciones de conservacionistas.   

Los indígenas en aislamiento voluntario, son numerosos pueblos que viven en gran parte de las extensiones de la cuenca amazónica, quienes prefieren la existencia aislada que han mantenido durante siglos, y evitan todo contacto con extraños, intuyendo y evidenciando el grave peligro que corren.

Una enfermedad que lleve consigo un trabajador petrolero, un misionero, un maderero o agricultor-ganadero expansionista, los puede dejar condenados a la muerte colectiva ya que sus cuerpos no están preparados a los padecimientos "occidentales" 

Negados, invisivilizados, considerados "salvajes" e "incivilizados",  son la piedra de tope de expansión y saqueo de empresas e industrias extractivas, quienes a pesar de existir numerosas pruebas de su existencia en diversos lugares de los territorios amazónicos, continúan arremetiendo, invadiendo y destruyendo el medio de su existencia. Los indígenas están sufriendo con ello la destrucción del bosque que les provee del sustento, la contaminación de las aguas de las que beben, en las que se bañan y pescan, los enfrentamientos con quienes pretenden apropiarse de su territorio, la muerte de sus culturas milenarias, como algunas de las consecuencias que trae consigo la denominada "Civilización" o "desarrollo", la que solo ha demostrado saqueo y empobrecimiento y un grave atentado a la auto determinación de los Pueblos Indígenas.

En junio del 2008 en diversos medios de Comunicación, han dado cuenta de impactantes fotografías de indígenas en aislamiento en la selva de la amazonía, en la frontera de Perú y Brasil, las que nuevamente han puesto en alerta una realidad viva, cuyas conclusiones son de que dichos indígenas se encuentran huyendo al lado de Brasil a causa de los madereros ilegales dentro de los límites estatales peruanos.

Cabe mencionar, que existen graves casos de contaminación, saqueo y destrucción en los territorios de la Amazonía. Uno de ellos fue el derrame desde el 2006 en el alto amazonas en el río corrientes, con impactos a todo el ecosistema del lugar y la contaminación a más de 8.000 personas de los pueblos indígenas quichua, urarina y mayoritariamente Achuar. Casos de intoxicación en la sangre, huesos, sistemas nerviosos, órganos con materiales pesados como el plomo o cadmio, como consecuencia de filtraciones de hidrocarburos y vertimientos de aguas saladas de crecimiento en el río y sus afluentes ocasionado por una empresa transnacional Pluspetrol, son el fiel reflejo de lo que está ocurriendo. 

Por este caso, en el presente año, la Organización de las Naciones Unidas (ONU), a través del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, expresó su preocupación al gobierno peruano por el alto nivel de contaminación y degradación ambiental, producto de las actividades industriales en los territorios de los pueblos indígenas. Por ello, esa comisión demandó que el Ejecutivo informe sobre el derecho a la consulta y participación de los pueblos indígenas y el monitoreo del impacto ambiental en el Perú. 

Asimismo, criticó en su oportunidad la lentitud de la empresa petrolera Pluspetrol para enfrentar la grave contaminación que afecta a los indígenas de las Pueblos ashuar, quichua y urarina que habitan en las riberas del río Corrientes, por lo que invitó a una delegación representativa del Estado peruano para asistir al 73° periodo de sesiones –del 28 de julio al 15 de agosto en Ginebra, Suiza– y explicar los hechos que vienen afectando a los pueblos indígenas.

Por su parte, entre las empresas petroleras que están operando activamente la amazonía, con negociaciones directas con el Gobierno peruano a través de su institución Petro Perú, fuera de lo lícito y ética ya que ésta actúa de juez y parte para las concesiones,  se encuentran las siguientes transnacionales: Pluspetrol Norte, Korea National Oil Corporation, Daewoo Internacional, SK Corporation, Maple producction, Burlington - Conocophillips, Repsol, Petrobras, Barret, Hunt Oil Company, Occidental, Petrolífera, Sapet, Pan Andean, CCP, Hocol, Amerada Hess. 

Con respeto a los madereros en la selva,  más de nueve millones  de hectáreas han sido devastadas por la tala irracional y descontrolada ante la avanzada de numerosos madereros muchos de ellos ilegales, destruyendo nuestras fuentes de vida, biodiversidad, atentando al sustento de nuestras Comunidades y atentando a los espacios y reservas donde habitan los indígenas que se encuentran en aislamiento voluntario. Varios indígenas en la amazonía  han sido asesinados en manos de madereros ilegales. 

Otro caso a mencionar, es sobre la explotación de la madera en diversas zonas de la amazonía en favor de grandes grupos económicos, como ocurre a través de la Corporación Comercial del Amazonas S.A. Uno de los proyectos industriales para bio-combustibles que tiene, es el de "Palmas del Shanusi" para producir palma aceitera e instalar una planta extractora para procesar los frutos, por lo cual solicitó 10 mil hectáreas, en concordancia con el Decreto Legislativo 653 "Ley de Promoción de las Inversiones en el Sector Agrario", en el valle del Shanusi, distrito de Yurimaguas, provincia de Alto Amazonas, región Loreto, por un valor de 126,528.29 nuevos soles, es decir a 18 nuevos soles por hectárea. Esto, es el inicio de un conflicto mayor cuya industria busca expandirse en diversas zonas de la selva indígena.

Cabe mencionar, que esta venta se hizo en el año 2006 por sobre la propiedad colectiva de 60 familias de la comunidad quechua-lamita, cuyos terrenos fueron delimitados por el Organismo de Formalización de la Propiedad Informal (Cofopri). Del mismo modo, se encuentra sobre explotando bosques de manera activa en la zona de San Martín. La normativa local e internacional sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas no fue atendida por los órganos pertinentes, violando Derechos.

Conflictos territoriales causados por las Industrias extractivas en los Andes del Perú
[7]

Nuestras organizaciones y Comunidades indígenas y campesinas del Perú durante        varios años han denunciado los impactos negativos de las actividades extractivas como la Minería, al interior del territorio indígena y su entorno, el mismo que lejos de ser escuchado y atendida sus demandas; se ha agravado generando conflictos socio-ambientales, que ha obligado a entidades como la Defensoría del Pueblo recoger y publicarla periódicamente demostrando como crece los conflictos en el Perú y entre los cuales se incluye los que vienen afrontando las comunidades campesinas. 

La fuente generadora de estos conflictos es la disposición de políticas extractivas primarias del Estado sin lograr el consentimiento previo, libre e informado de los pueblos indígenas y comunidades respecto al aprovechamiento de los recursos naturales que existen en sus tierras y territorios debidamente titulados.

Las alarmantes preocupaciones se han incrementado con las declaraciones del presidente Alan García en el 2007, que previo al Día Mundial del Medio Ambiente, descargó duras críticas contra quienes se “oponen a la minería” afirmando que “obstruyen el desarrollo y trabajan para otros países” y calificando de “mentirosos” a quienes defienden y asumen la propiedad colectiva de la tierra como un medio de vida y ha llamado “socios sólidos” a las empresas mineras. De igual forma ha publicado tres artículos periodísticos que denigran a los pueblos indígenas comparándolo con los perros del hortelano, que obstruyen el desarrollo del país y como incapaces de generar desarrollo, por mantener extensas tierras ociosas sin producción afirmando que solo la inversión privada será quien pueda superar ese estado, reduciendo al pueblo indígena a ser la mano de obra y asalariada una vez concentrada la propiedad de la tierra, con lo cual se orienta hacia el despojo de dichos territorios a los propietarios ancestrales.

Desde inicios del año 1990 en el país se han aplicado una serie de reformas económicas por recomendación de las instituciones financieras internacionales y se elaboró una nueva Constitución Política (1993) con la finalidad de brindar un marco jurídico para promover las inversiones en el Perú. En consecuencia se priorizaron las privatizaciones de las empresas públicas (Centromin Perú, Minero Perú, Barrica Gold, etc.) y venta de los recursos naturales (minería y petróleo). Este escenario incremento las inversiones mineras y las áreas concesionadas para actividades de exploración se incrementaron y se inició la explotación de grandes proyectos mineros (Yanacocha, Pierina y Antamina).

El Estado peruano ha facilitado que una cuadrícula mínima en un denuncio minero sea de 1000 hectáreas. Entonces el Ministerio de Energía y Minas (MEM) cree que el país es una mesa que esta formada por cuadrículas y entrega en concesión. El año 92 había cuatro millones de hectáreas denunciadas en todo el país, hoy sobrepasan los 25 millones. En estos 25 millones de ha, se encuentran poblaciones, Pueblos Indígenas, parques nacionales, ríos, lagunas, bosques, etc. Eso es lo que ha permitido que vengan agresivas empresas transnacionales. 

Desde hace muy poco tiempo nuestras comunidades se enteran de que sus territorios están siendo concesionados y entregados a empresas privadas transnacionales. Incluso comunidades íntegras han sido denunciadas ante las autoridades judiciales por oponerse al despojo de sus territorios.

La contaminación es uno de los graves impactos descontrolados que atentan a diversas territorialidades indígenas. Agregándose a esto, graves daños sociales, culturales, económicos y por supuesto ambientales.

Es preciso en forma suscinta detallar algunos de los casos: 

En Piura, y en particular Ayabaca y Huancabamba, ubicados en la parte andina del departamento son escenario de extraordinaria belleza natural. Forman una zona de amortiguamiento natural en la frontera con Ecuador, rica en biodiversidad. Allí viven especies en grave peligro de extinción, como el tapir andino o el oso de anteojos. Se caracterizan también por sus páramos y bosques de neblina: ecosistemas únicos y frágiles, reguladores de agua y con nacientes de ríos. Son también zona de curanderismo y lagunas con propiedades curativas (Huancabamba), de importantes restos arqueológicos (Ayabaca), de ecoturismo y de producción agropecuaria orgánica, con cultivos de - entre otros – caña de azúcar, haba, trigo, papa, maíz, café y oca, con pastos naturales (para ganadería) y amplios bosques.

En los principios de los ’90 la empresa Newcrest (Australia) descubre importantes reservas de cobre y molibdeno en esas alturas. Las llama proyecto “Río Blanco” (1994) por la cercanía del río del mismo nombre. Monterrico Metals plc, de capital inglés, entra en 2001, adquiriendo el 100 % del proyecto en 2003. El mismo año termina su estudio de prefactibilidad, obtiene financiamiento y consigue permiso del Ministerio de Energía y Minas (MEM) para la exploración. Desde entonces Monterrico Metals plc (a través de su subsidiaria Minera Majaz S. A.) está explorando los territorios comunales (de Segunda y Cajas, y Yanta), sin consentimiento de sus poblaciones, buscando enriquecerse con el cobre de sus tierras, transgrediendo los Derechos internacionales. 

Minera Majaz está usurpando territorio comunal, operando de manera ilegal y violando el derecho a la autodeterminación de la comunidad. Eso no impidió al gobierno – en concreto el Ministerio de Energía y Minas – otorgar ilegalmente el permiso necesario a la empresa para sus actividades de exploración. Hasta se votó un Decreto Supremo, declarando el proyecto minero Río Blanco de “Necesidad Pública”, permitiendo desarrollar actividades a escasos metros de la frontera (con Ecuador). La Constitución Peruana prohíbe actividades, desarrolladas por empresas extranjeras, dentro de los 50 kilómetros de la frontera, por razones de seguridad nacional. Pero los intereses empresariales parecen ser de mayor importancia que los intereses públicos, o en este caso: intereses privadas fueron presentados como siendo de necesidad pública. 

Como Minera Majaz no quería tomar nota del NO democrático de la población – o no quería sacar las debidas conclusiones – los ronderos y campesinos organizaron varias marchas de protesta. La represión brutal de esas marchas por parte de la policía nacional dejó el saldo de dos muertos: Remberto Herrera Racho (abril de 2004) y Melanio Gracía Gonzales (agosto de 2005). La misma represión causó decenas de heridos entre los campesinos. Cerca de doscientos manifestantes están perseguidos, evidenciando la estrategia de criminalización de la protesta por parte del Estado. Manifestantes fueron ilegalmente detenidos en el campamento minero. Testigos hablan de tortura en la infraestructura de la empresa. Las persecuciones vienen acompañadas por una campaña de difamación y calumnias en la prensa regional (y nacional) en la cual la oposición al proyecto minero se etiqueta de, o se asocia directamente al narcotráfico y al terrorismo.

Bajo el mismo argumento del narcotráfico se ha militarizado la zona minera. Fuerzas policiales cerraron un área comunal de varios kilómetros alrededor del proyecto minero, una prevención en defensa de las actividades mineras que viola los derechos de los comuneros, y que les imposibilita obtener información acertada y correcta sobre las actividades de la empresa en el área, así intentando neutralizar todo tipo de cuestionamiento legítimo sobre contaminación, deforestación y otros impactos ambientales.  

En marzo del 2006 en Huancabamba, cientos de “aliados” de Minera Majaz – llevados en camiones – atacaron un foro pacífico sobre desarrollo sostenible. Los informes policiales señalan a entonces funcionarios de la empresa como autores de los actos de violencia. La empresa, ante una situación de creciente oposición, y necesitando inversión externa para poder ejecutar su proyecto minero, pidió públicamente disculpas y cambió parte de su personal. No obstante, siguen las intimidaciones a los defensores del medio ambiente. Al mismo tiempo, Zijin Mining Group, un consorcio minero chino, está en proceso de adquirir la mayoría de las acciones (en la bolsa de Londres) de Monterrico Metals, matriz de Minera Majaz.

Otro caso, en Ancash es del Cerro Condorwaín que forma parte de la Cordillera Negra, una cadena de montañas rocosas, zona de amortiguamiento entre la Cordillera Blanca y los vientos pacíficos. Está ubicado al lado de la ciudad de Huaraz y forma parte del Callejón de Huaylas, una importante zona de ecoturismo.  

Condorwaín tiene más de 60 ojos de agua, y es fuente de agua dulce para los más de 15 mil pobladores de la zona y para el pastoreo y la agricultura, principales actividades económicas. También se comprobó la existencia de restos arqueológicos en el cerro. Actualmente el Cerro Condorwaín está siendo explorado por la minera Canadiense Barrick Gold Corporation (autorización del 25 de julio de 2006). El 25 de enero del 2007, MINEM prorrogó su autorización por siete meses. Barrick ya tiene presencia en la zona con su mina aurífera Pierina, igualmente ubicada en la Cordillera Negra.  

Para la exploración del Cerro Condorwaín obtuvo autorización con argumentación falsa, declarando que (1) las aguas nacientes del cerro son ácidas, y por lo tanto no aptas para el consumo humano, ni la agricultura, ni la crianza; (2) que el Cerro Condorwaín es eriazo (entendiendo que no existen ocupaciones agropecuarias); (3) que no existe población que podría ser afectado por la exploración y explotación minera; (4) que no existe ningún vestigio de restos arqueológicos en dicha zona; y (5) que el Cerro Condorwaín y la zona del proyecto minero no generan ingresos económicos para la población. El conflicto se inicia finales de 2005, cuando se solicita a la empresa no entrar al cerro. 

El 27 de septiembre de 2006 el centro poblado de Paccha presenta un recurso de revisión contra el Auto Dictorial Nº 664-2006-MEM/AAM (la autorización para exploración). El 23 de abril de 2007 MINEM declara infundado el recurso de revisión (resolución Nº 168-2007-MEM/CM).  

En la Mesa de Diálogo entre la sociedad civil ancashina y el Ministerio de Energía y Minas, instalada luego del paro regional del 11 y 12 de abril 2007, el Ministerio se compromete a priorizar la “coordinación con los distintos órganos del gobierno de los Ministerios de Agricultura, de Salud, y de Economía y Finanzas para resolver los pasivos históricos mineros, como el del Cerro Condorwain-Huaraz.” También reconoce que sus aguas son para consumo humano.  

El Ministerio se compromete también a “agilizar el cumplimiento de los monitoreos y auditorías ambientales mineras en la región Ancash, coordinando con el OSINERGMIN y otros organismos competentes en la materia que considera la ley” (27 de abril de 2007).

En Cajamarca, un conflicto que refleja la realidad que vive el Perú y el inminente riego por el que atraviesan los Pueblos Indígenas, es el de Yanacocha. El 02 de Junio del 2000, en Choropampa, ocurrió uno de los mayores derrames de mercurio inorgánico ocurrido en el mundo. Afectó a más de mil familias hasta hoy abandonadas y con problemas de salud por intoxicación. 

Muerte de truchas en Porcón, Puruay, cuenca del río Llaucano y Jequetepeque. En Bambamarca murieron 12,000 truchas. Análisis especializados de la dirección de medio ambiente del ministerio de Pesquería, empresa prestadora de servicios de saneamiento de Cajamarca (SEDACAJ) y el Centro Panamericano de Ingeniería Sanitaria y Ciencias del Ambiente (CEPIS), demuestran la presencia de aluminio, arsénico, hierro, zinc, en las aguas del río Grande, Porcón, así como en truchas muertas analizadas. 

La Minera se encuentra ubicada en la parte más alta del valle de Cajamarca, donde se originan tres microcuencas. En los estudios de "impacto ambiental" realizados por Minera antes de realizar sus operaciones, presentada al ministerio de Energía y Minas, no se contemplaba utilizar arsénico en el proceso de lixiviación ni obtener mercurio como subproducto final (Informe de la Defensoría del Pueblo sobre el derrame de mercurio en Choropampa). 

De 1996 al 2000 los sobrecostos para el tratamiento de agua potable por problemas de contaminación ascienden a 96,474.45 dólares. Minera contamina, los sobrecostos van al recibo de agua de la ciudadanía.

La población se contaminó aún más al recolectar mercurio por dinero ante llamado de una empresa vinculada a la Minera. 

Las protestas sociales arrojaron que Los policías de Yanacocha mataran a Isidro Llanos en Combayo en agosto 2006, en la absoluta impunidad. Los campesinos e indígenas de Totoracocha que reclamaron contra Yanacocha están siendo juzgados y podrían volver a la cárcel. En Cajamarca, Yanacocha denunció a 32 campesinos e indígenas de Porcón Bajo que reclamaban por su agua, entre numerosas otras consecuencias.

Origen e impactos inmediatos según estudios dados a conocer por el Center for Science in Publica Participation: 

1.- Descarga de ácidos provenientes de la mina (AMD) fluyen descontroladamente hacia la cuenca Cushuro (parte baja de canchas de lixiviación con cianuro en La Quinua). 

2.- Indicios de AMD en los drenajes del río Porcón y río Grande. 

3.- Ganado afectado por beber agua contaminada.

Represión, criminalización, Judicialización y persecución Política a los Pueblos Indígenas en el Perú.

Criminalización, judicialización y persecución por ejercer el derecho ciudadano a protestar contra politicas estatales que nos afectan: 

En los últimos años, en el marco de los Impactos y conflictos causados por Industrias extractivas como Mineras, Petroleras principalmente, ante las legítimas protestas sociales de los Pueblos Indígena quienes sufren principalmente las consecuencias, estas han sido fuerte y violentamente reprimidas, en  una clara persecución estatal en contra de los Derechos Indígenas y que favorecen intereses de inversionistas de sectores privados. 

Las víctimas de esta violencia estatal a través de sus agentes, son, de conformidad a las normas internacionales, Defensores de Derechos Humanos, ellos y ellas están luchando simplemente para que se les respeten sus Derechos Humanos y de sus Pueblos  a vivir en paz y armonía con la madre naturaleza.

Centenares de procesados, varios condenados, decenas de heridos en manifestaciones, asesinatos, encarcelamientos, son el resultado de la fuerte represión estatal en los últimos años en el Perú contra nosotros(as) los(as) indígenas, hechos que se pueden ir intensificando aún más de no mediarse una solución al conflicto que ha generado el Estado peruano a través del Gobierno implementando políticas ajenas a la realidad y afectando los derechos humanos colectivos de los pueblos indígenas.  Exigimos el fin a la Criminalización, judicialización y persecución de que somos víctimas.

Existe una  multiplicidad de factores históricos, jurídicos y territoriales que  legitiman las demandas de los Pueblos Indígenas sobre sus Derechos colectivos, enfrentados a la incapacidad del Estado en dar salidas institucionales a los conflictos que  data desde la ocupación de territorios indígenas. Por el contrario, se evidencia una política gubernamental de criminalización del  movimiento indígena,  que sumado a esta falta de respuesta del estado  de derecho, pueden conducir a agravar un conflicto mal abordado con nuevas y graves consecuencias para numerosas personas indígenas de los diversos Pueblos en el Perú.

La situación procesal a estas numerosas personas, defensores de los Derechos Humanos, se sitúan en el contexto de los conflictos territoriales a causa de industrias extractivas con graves impactos socioculturales y ambientales, cuyas legítimas protestas   han sido víctimas de la “criminalización”, con graves implicancias en término de violaciones a los derechos humanos y derechos indígenas en el Perú.

La respuesta del Estado frente a las protestas o reivindicaciones socio territoriales de los movimientos indígenas en el Perú  ha sido el de enmarcarlas en el ejercicio de la potestad penal, es decir la “criminalización”.

La “criminalización” por medio de la judicialización de las actividades de demanda indígena es una formula utilizada por el Estado y sectores privados para hacer primar sus intereses por sobre los intereses ancestrales, haciendo caso omiso a las condicionantes históricas y actuales de los Pueblos Indígenas y las consecuencias sociales, culturales y políticas que acarrea. Asimismo, se vulneran derechos humanos individuales y colectivos de los pueblos indígenas, sus comunidades y miembros.

De esta forma, centenares de personas han sido criminalizadas, judicializadas y reprimidas en el marco de los conflictos territoriales con industrias Mineras. Los niveles de represión que han existido por parte de agente de estados  han sido brutales y absolutamente desproporcionados.  

En la Amazonía, en Marzo del 2008, a causa de un conflicto social causado por el Estado peruano y la empresa transnacional Plus Petrol, con brutalidad policiaca fueron casi 50 los indígenas y pobladores detenidos tras la muerte en circunstancias extrañas de un  efectivo de la Dinoes en el marco de una represión de agentes de Estado y de la toma del aeropuerto de Andoas como parte de la protesta social. Debido a ello la población conformó el Comité de Lucha de Loreto y realizó una serie de actividades de sensibilización, lográndose la libertad de casi todos los detenidos, menos cuatro de ellos. En Iquitos, familiares y amigos de los cuatro indígenas que aún permanecen en el penal de Guayabamba exigen la libertad inmediata de Guillermo Venancio Sandy Tuituy, Leonardo Reyes Ushihua, Ricardo Canelo Sandy y Émerson Sandy Rodríguez.Dayhana Cam Cox.

A un mes de la muerte del suboficial, un joven padre de familia fue asesinado. La noche del miércoles 23 de abril de 2008, Carlos Curitima Chuje se encontraba pescando junto a su amigo Eladio Mucushua en la piscigranja de la comunidad cuando, de repente, según contó luego Mucushua, Curitima alertó de la presencia de policías. Luego de ello, Eladio escapó de la zona, mientras que en la mañana siguiente Curitima Chuje fue hallado muerto por su menor hijo, tirado boca abajo cerca al lugar donde pescaba. Según la autopsia hecha en Iquitos, Carlos murió desangrado como resultado de una herida de 30 centímetros en la ingle producida con una bayoneta. Pese a lo cruel de esta muerte hasta el momento no se ha iniciado investigación en torno a ella. Los amigos y familiares de la víctima exigen a las autoridades se aclare lo sucedido.
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�	[1] Ley de la inversión privada en el desarrollo de las actividades económicas en las tierras del territorio nacional y de las comunidades campesinas y nativas.


�	[2] Artículo 11.- Para disponer, gravar, arrendar o ejercer cualquier otro acto sobre las tierras comunales de la Sierra o Selva, se requerirá del Acuerdo de la Asamblea General con el voto conforme de no menos de los dos tercios de todos los miembros de la Comunidad.





�	[3] Artículo 88.- Régimen Agrario


	“El Estado apoya preferentemente el desarrollo agrario. Garantiza el derecho de propiedad sobre la tierra, en forma privada o comunal o en cualquiera otra forma asociativa. La ley puede fijar los límites y la extensión de la tierra según las peculiaridades de cada zona….”





�	[4] Por Ley 29157, vigente desde el 1º de enero del 2008 hasta el 30 de junio del 2008, periodo en la que el Congreso de la Republica le otorga facultades al  Poder Ejecutivo, a fin que pueda legislar sobre temas relacionados a la implementación del tratado de libre comercio con los Estados Unidos


�	[5].Estos decretos legislativos forman parte de un paquete de 102  y que se ha identificado que 38 de ellos afectan los derechos de las comunidades campesinas y nativas de los pueblos indígenas del Perú.


�	[6] En las Naciones Unidas, la representación del Estado Peruano fue la que promovió y fundamentó, la aprobación ante el Consejo de Derechos Humanos y la Asamblea General, para su aprobación el 13 de setiembre del 2007, la “Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas”


�	[7] CONACAMI, organización que defiende a las comunidades y pueblos indígenas afectados por la actividad extractiva minera en el Perú, ha comunicado los múltiples conflictos que se han generado  por la promoción de la actividad minera.





